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Delito: Uso de documento falso y otro
Acusado: Carlos Enrique Mesa García
Asunto: Confirma sentencia de segunda instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia – 2ª Instancia - 19 de abril de 2018

Proceso:


Penal – Condena – Se descarta error de tipo - Confirma

Radicación Nro.:
  
660016000035201202968
Procesado:   

Carlos Enrique Mesa García

Delito:


Uso de documento falso y Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

TEMA:


USO DE DOCUMENTO FALSO Y PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O MUNICIONES / SALVOCONDUCTO DE ARMAS ESPURIO / SE DESCARTA ERROR DE TIPO / CONDENA / CONFIRMA - De las pruebas anteriormente relacionadas se deduce claramente que el señor CEMG nunca hizo trámites ante las FF.AA, para adquirir el arma que le fue decomisada que le había sido vendida a DAGP.

Además se estableció de manera fehaciente, que el permiso que el procesado exhibió al momento de ser capturado era falso, ya que se trataba de una impresión digitalizada, y que lo que le daba apariencia de legalidad era el hecho de estar cubierto con  un laminado “3•M”, que es el que usan original y exclusivamente las Fuerzas Militares para sobrecubrir esos documentos, el cual pudo ser tomado de una licencia para porte vencida, como lo explicó la perito documentóloga Yina Carmona Rojas.

En consecuencia la prueba practicada lleva a concluir que resultan controvertibles los argumentos del recurrente en el sentido de que su representado poseía una factura de venta de dicha arma, ya que se estableció que esa factura fue sido expedida en la seccional de Tolemaida a nombre de una persona diferente al señor CEMG.

A su vez y en torno a la alegación del censor en el sentido de que no se acreditó que el procesado hubiera actuado de manera dolosa, ya que desconocía la ilicitud de las conductas que se le atribuyeron porque había recibido el salvoconducto espurio de manos de un intermediario y tenía como antecedente que la pistola que portaba el día 6 de julio de 2012, le había sido incautada unos meses antes y le fue devuelta por la Policía Metropolitana de Pereira, se hacen las siguientes consideraciones:

En primer lugar queda claro que el arma no había sido adquirida por el procesado, ni se le había hecho cesión de la misma, como se comprobó por parte de la FGN, y por ello no era posible que las autoridades militares le hubieran expedido algún salvoconducto para su porte.

(…)

Con respecto al argumento del recurrente de que no le era dable al ciudadano CEMG conocer de la falsedad de dicho documento por haberlo obtenido a través de un intermediario, esta Sala coincide con lo expresado por el juez de primer grado en el sentido de que el procesado tenía pleno conocimiento de que la adquisición del arma de fuego no se había producido en forma legítima, al no haberla obtenido directamente de las autoridades encargadas de su venta, y que igualmente era falsa la licencia que portaba al ser sorprendido con el arma.

(…)

Por lo tanto esta Sala considera que la a prueba practicada en el juicio oral demuestra que el señor CEMG actuó con conocimiento de que llevaba consigo un arma y unas municiones que no había adquirido de manera legal; que igualmente sabía que portaba un salvoconducto espurio cuya ilegalidad se trató de disfrazar al colocarle un laminado original de las FF. AA y que realizó de manera voluntaria esos comportamientos, con lo cual se demostraron los componentes de orden cognocitivo y volitivo que conforman la conducta dolosa, según la definición del artículo 22 del C.P.

Lo anteriormente expuesto lleva a descartar el “error de tipo” planteado por el recurrente como causal de exoneración de responsabilidad, entendido según la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ, como aquel que recae sobre el: “conocimiento de la concreta tipicidad de la propia conducta o lo que es igual, del aspecto cognoscitivo del actuar doloso” , lo cual conduce a esta Colegiatura a confirmar la sentencia de primera instancia, al estar acreditada tanto la materialidad de las conductas investigadas como la responsabilidad a título de dolo del señor CEMG, por el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios partes o municiones en concurso con el de uso de documento falso
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	Asunto a decidir 
	Recurso de apelación contra sentencia del 10 de febrero de 2015


1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor del procesado contra la sentencia emitida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual se condenó al señor Carlos Enrique Mesa García como autor responsable del delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones en concurso con el de uso de documento falso.
2. ANTECEDENTES
2.1 El supuesto fáctico del escrito de acusación es el siguiente: 

“El día 06 de julio de 2012, siendo las 12:20 horas, Unidades de la Policía Nacional, encontrándose realizando labores de patrullaje por el sector de la carrera 12 con calle 24, le hicieron señal de pare a un vehículo donde se desplazaba el señor CARLOS ENRIQUE MESA GARCIA, a quien le solicitaron un registro personal manifestando que llevaba en su poder un arma de fuego tipo pistola calibre 9 mmm, marca JERICO, número de serie 33309806; al verificar el permiso para porte se percataron que éste presentaba irregularidades por lo que se realizó la respectiva experticia por la perito documentóloga YINA CARMONA ROJAS adscrita a la BICI del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía, encontrando que sus características no corresponden a los de los expedidos por la autoridad competente. Según comunicación con el centro de información Nacional de Armas del Estado Mayor de las Fuerzas Militares -CINAR- y lo manifestado por el Sargento Viceprimero Bueno Bermúdez Elmer jefe de dicha dependencia, informa que a nombre del citado CARLOS ENRIQUE MESA GARCIA,  no aparece registrado como persona autorizada para el porte de armas de fuego y como propietario del artefacto materia de Investigación aparece el señor ALBEIRO PRIETO BARRERO con cédula de ciudadanía número 9.739.115.

(...) 
Se allegó al informativo el Informe de Investigador de Campo suscrito por la documentóloga YINA CARMONA ROJAS, en la que se concluye: De acuerdo al análisis y cotejo realizado, se pudo determinar que el permiso porte de arma P 1559864 a nombre de CARLOS ENRIQUE MESA GARCIA, clase pistola, marca JERICHO, número de serie 33309806, tipo de permiso porte, calibre 9 mm, cap. Carga 9, válido hasta 12 de julio 2012, NO SE CORRESPONDE, con los permisos porte arma legalmente expedidos por las Fuerzas Militares de Colombia tomados como patrón de comparación.

Concluye el informe de Investigador de Laboratorio -Balística- suscrito por JOSE IVAN PANTOJA BARON Perito Policía Nacional del arma incautada: Tipo Pistola Industrial, marca y modelo Jericho 941 FBL ISRAEL MILITARY INDUSTRTIES LTD (IWI), calibre 9 mm, número de serie 33309806, semiautomática, fabricación industrial con marca registrada Apta para producir disparos; con un cargador tipo pistola calibre 9 mm, color negro metálico pavonado en buen estado; Cartuchos 17 tipo pistola calibre 9 mm, en buen estado...” .

2.2 El 7 de julio de 2012 el Juzgado Penal Municipal de Conocimiento con Función de Control de Garantías de Santa Rosa de Cabal (Risaralda), celebró las audiencias preliminares de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento. En ese acto la delegada de la FGN le comunicó cargos al señor Carlos Enrique Mesa García por los delitos de uso de documento falso – artículo 291 del C.P., verbo rector “uso”- y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones -artículo 365 del C.P., verbo rector “portar”-; ambas en calidad de autor y a título de dolo. 
2.3 La audiencia de formulación de acusación se celebró el 04 de marzo de 2013
. El 16 de mayo de ese mismo año se llevó a cabo la audiencia preparatoria
. La audiencia de juicio oral se adelantó el 10 diciembre de 2014
 y a su término se anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio. La sentencia se profirió el 10 de febrero de 2015
 y en ella, en consonancia con el sentido del fallo anunciado se decidió condenar al señor Carlos Enrique Mesa García por las conductas por las cuales fue acusado.

3. IDENTIDAD DEL PROCESADO

Se trata de Carlos Enrique Mesa García, se identifica con la cédula de ciudadanía número 18.517.719 expedida en Dosquebradas (Risaralda), nació el 26 de agosto de 1980 en Pereira (Risaralda), es hijo de Jairo Enrique y María Lucelly, residente en la manzana N casa 3 del barrio Terranova en Cuba.
4. SOBRE LA DECISIÓN RECURRIDA
4.1 Los fundamentos del fallo de primer grado se pueden sintetizar así: 

· Se presentó un situación de captura en flagrancia del acusado, en lo relativo a la conducta de violación del artículo 365 del C.P., en la modalidad de “porte”, en concurso con la de uso de documento falso, en razón del documento que usó el procesado para pretender que le se reconociera una inexistente legalidad al permiso del arma de fuego que portaba, exhibiendo un documento que se asemejaba a los que son legítimamente expedidos por la autoridad competente, que sin embargo, presentaba características diferentes a los originales, por lo cual se trató de una falsificación integral, a la cual debió concurrir necesariamente el incriminado, como quiera que en ese documento figuraban su nombre y cédula de ciudadanía, así como la marca e identificación de la pistola cuyo porte se pretendía amparar con tal documento.
· El defensor del procesado llegó a la misma conclusión, al admitir en sus alegatos finales que la FGN había llevado al juicio prueba documental y testimonial con la que probó los hechos y circunstancias de la acusación. Sin embargo adujo que no se había probado la parte subjetiva, esto es, que el procesado hubiera actuado de manera dolosa, ya que en este caso se presentó un “error de tipo”, pues el señor Mesa portaba el arma en el convencimiento de que no estaba violando la ley, porque lo amparaba el documento que exhibió, por lo cual se debe aplicar el principio de buena fe, lo que se refuerza con el hecho de que al señor Mesa ya la habían incautado esa pistola en otra oportunidad y luego se la devolvieron. Además su representante consideró que no se había probado que el acusado hubiera elaborado el documento que resultó ser falso y se le acusó por haberlo usado, sin saber que era espurio y que se trataba de un documento que no estaba en capacidad de elaborar, ya que la documentóloga que declaró en el proceso reconoció que el plástico que recubría el salvoconducto era el que utilizaban las FFAA y si se trataba de una “ falsedad burda”, como dijo la perito, no sería constitutiva de delito por no tener la capacidad de engañar.
· El A quo dijo que no compartía esos criterios, que provenían del juicio personal del defensor, ya que el señor Mesa García no compareció a las audiencias y por ello no se pudo conocer su versión sobre lo sucedido, por lo cual no existía ninguna prueba al respecto y por el contrario se podía concluir que el procesado forzosamente debía tener conocimiento de la falta de autenticidad del documento que exhibió y de que no contaba con permiso para transitar con esa arma, máxime si se trataba de una persona de 32 años, con grado de instrucción bachiller, de oficio comisionista, que por estar dedicado a esa actividad comercial debía tener muy claro que los trámites de adquisición de un arma de fuego y más aún, el acceso a la titularidad del derecho a portarla es una actividad compleja que no admite intermediarios, ya que demanda la intervención personal del interesado para diversos efectos. En ese sentido se considera que el señor Mesa García, tenía pleno conocimiento de que el arma que llevaba consigo no había sido adquirida de manera legítima, puesto que no la obtuvo de la autoridad competente y por eso no se le había expedido permiso para su porte o tenencia, fuera de que el salvoconducto que le exhibió a los agentes que lo detuvieron no era genuino.
· No resulta concordante que el acusado hubiera manifestado que devengaba un salario mínimo, y que tuviera un arma de elevado costo, cuya adquisición legítima le representaría lo devengado durante varios años.

· En consecuencia se evidenciaba la actuación dolosa del señor Mesa García, en lo relativo a las conductas por las cuales se formuló acusación en su contra, por lo cual no resulta de recibo el argumento de su defensor sobre el presunto error en que pudo haber sido inducido el acusado por creer que podía portar el arma con base en el documento que le exhibió a los agentes que le dieron captura, ya que no se tiene conocimiento sobre quién fue el adquirente original de esa costosa arma que las FFAA habían vendido precedentemente a otra persona, ni mucho menos que se tratara de quien le entregó al procesado el salvoconducto espurio.

· No hay ninguna evidencia que acredite que el procesado hizo uso de los conductos regulares para adquirir el arma en mención, que exigían entre otras actuaciones : i) hacer la solicitud de compra del arma; ii) presentar la documentación y los exámenes correspondientes; y iii) consignar el valor del arma en la cuenta corriente que se le señalara y finamente recibirla en la Sección Control de Comercio de Armas, Municiones y Explosivos de las Fuerzas Militares, lo que lleva a descartar que hubiera sido asaltado en su buena fe, en lo relativo a la compra de la citada pistola.
· El remoto evento de que en anteriores oportunidades el señor Mesa García se hubira valido de dicho documento sin problema alguno, para comprobar ante las autoridades que gozaba de ese salvoconducto, permite inferir por el contrario que el documento que exhibió no era una falsificación burda y que por ello pudo engañar a las autoridades, por lo cual resultaba procedente dictar una sentencia de condena en su contra por los delitos por los que fue acusado, al reunirse los requisitos del artículo 381 del CPP. 
4.2 Al hacer el ejercicio de dosificación punitiva el juez de conocimiento y siguiendo las reglas del concurso de conductas punibles, se le impuso al señor Carlos Enrique Mesa García a la pena principal de 128 meses de prisión como autor responsable del delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, en concurso con el de uso de documento falso, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término. No se le reconoció el subrogado de la condena de ejecución condicional
.
4.3 La decisión fue recurrida por el defensor del procesado.
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO

5.1 Defensor del procesado (Recurrente)
Su intervención se puede sintetizar así:
· Desde la narrativa de los hechos consignados en los reportes de inicio y de policía de vigilancia, sobre la captura del señor Mesa García se deduce que en el momento del operativo policial, el procesado le manifestó a los agentes que portaba un arma de fuego y la entregó voluntariamente. Igualmente exhibió el permiso para porte y tenencia de armas No. P 1559864 para la pistola JERICHO No. Serial 33309806.
· El abogado antecesor del procesado acreditó que al señor Mesa García le había sido incautada la misma arma de fuego en otro operativo policial realizado el 26 de octubre de 2011, en un operativo realizado en el barrio “Balsillas” de La Virginia, según formato de incautación de armas firmado por el SI Hernando Daza Pérez donde luego se le devolvió ese artefacto, lo que ocurrió ocho meses antes del dispositivo que dio lugar a la presente investigación.
· Esa situación constaba en una diligencia de interrogatorio a indiciado que rindió el señor Mesa el 24 de marzo de 2012, documento que fue desconocido por el juez de primer grado.
· Lo anterior demuestra que el enjuiciado desconocía la ilicitud del hecho, pues confió en que el salvoconducto que portaba que había obtenido a través de un intermediario era legítimo y para comprobar ese aserto se debe tener en cuenta que el mismo implicado en aquella ocasión le había solicitado al Comandante de la Policía Metropolitana de Pereira que le devolviera el arma de fuego adjuntando como soporte el salvoconducto en mención, lo que efectivamente ocurrió, lo cual no habría hecho de conocer su carácter espurio, fuera de que se supone que el arma en mención y el permiso presentado por el señor Mesa fueron sometidos a las verificaciones respectivas por la Policía Nacional, sobre su procedencia y legitimidad sin encontrar alguna novedad.
· Precisamente esa situación le produjo confianza al procesado, y por ello considera que en el caso del señor Mesa García se pudo presentar un “error de tipo” que debería ubicarse como una causal de atipicidad, lo que conlleva a deducir que el procesado actuó sin dolo, ya que estaba convencido que todo estaba en orden en lo relativo al arma que portaba ya que esta le había sido devuelta por la Policía Nacional, luego del primer procedimiento a que hizo referencia, por lo cual se debió aplicar el principio de presunción de inocencia, a efectos de absolver a su representado por duda probatoria.

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA
6.1 Competencia:

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 .Problema jurídico a resolver: En atención a la argumentación del abogado James Ariel Velásquez Cárdenas, quien sustentó el recurso de apelación, se debe resolver lo concerniente al grado de acierto de la decisión de primera instancia, donde se dictó sentencia condenatoria contra el procesado Carlos Enrique Mesa García (en lo sucesivo CEMG), como responsable de un concurso de delitos de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones (artículo 365 del C.P.) y uso de documento falso (artículo 291 del C.P.), por considerarse que se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP.

6.3 De conformidad con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, para emitir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también en cuanto a la responsabilidad de la persona involucrada, el cual debe tener soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio. En atención a lo dispuesto en esa norma se hacen las siguientes consideraciones sobre el fallo impugnado:

6.3.1 Con los testimonios entregados por los patrulleros Yeison Fabián Restrepo Restrepo y Jhony Andrés Loaiza Ramírez, se comprobó que el señor CEMG fue detenido el 6 de julio de 2012 en un puesto de control de la Policía Nacional, ya que al solicitarle una requisa manifestó que poseía una pistola “Jericho” calibre 9mm que entregó voluntariamente junto con dos proveedores y diecisiete cartuchos. 
De sus testimonios se desprende que en ese momento el procesado exhibió un permiso para porte de armas, por lo cual llamaron al Centro de Información Nacional de Armas (CINAR) para verificar el número interno de la pistola que portaba CEMG, siendo informados de que el arma que tenía esa identificación correspondía al señor Dayan Alberto Prieto Guerrero. En tal virtud solicitaron los servicios de un perito documentólogo, quien les confirmó que el salvoconducto que exhibió el incriminado era falso, por lo cual privaron de su libertad al procesado, quien manifestó en ese momento que no sabía que portaba un permiso espurio pero no explicó cómo lo había adquirido, y luego adujo que tenía una factura de compra del arma en mención.
6.3.2 Durante el juicio oral, igualmente se acreditó que ese documento (permiso para porte de arma P 11559864 expedido a nombre de CEMG), no le correspondía a los que son expedidos legalmente por las Fuerzas Militares de Colombia para porte o tenencia de armas de uso civil. Para el efecto se introdujo dictamen de la perito documentóloga del CTI Yina Carmona Rojas, cuyas conclusiones fueron explicadas por esa profesional en la vista pública, donde se llegó a esa conclusión.

Este dictamen no fue refutado por la defensa del señor CEMG.

6.3.3 Como se expuso anteriormente, con el testimonio de los PT Yeison Fabián Restrepo Restrepo y Jhony Andrés Loaiza Ramírez, se comprobó que al momento de ser requerido por estos oficiales, el señor CEMG no poseía autorización para portar el armas de fuego que le fue incautada, ya que el salvoconducto que exhibió era ilegítimo, situación que fue corroborada con la prueba pericial antes referida y con el testimonio de la investigadora de la FGN Sonia Cristina Abril Garzón, en el cual se introdujo del oficio del Batallón San Mateo, con el cual se confirmó que dicho ciudadano no aparecía registrado en el Sistema SIAEM.
6.3.4  En este caso el recurrente no discute la existencia de la  conducta atribuida a  su representado, e incluso apoya su pedimento de revocatoria del fallo de primer grado, en el hecho de que el señor CEMG hizo entrega voluntaria a  los Patrulleros Restrepo y Loaiza del arma que llevaba consigo y de su permiso para porte, que no era genuino de acuerdo a la prueba técnica que se introdujo al juicio por parte de la FGN y que no fue controvertida por la defensa a través de otro perito que suministrara un dictamen en sentido contrario.

6.3.5 Por ello, la parte sustancial de la argumentación del recurrente, se centra en la existencia de un presunto “error de tipo” en que pudo haber incurrido el señor CEMG, que según su criterio versa sobre el elemento normativo del artículo 365 del C.P, que viene a ser la expresión “sin permiso de autoridad competente”, contenida en esa norma.

6.3.6 Para el efecto se debe tener en cuenta que durante el juicio se estableció claramente que el salvoconducto que exhibió el señor CEMG, al ser abordado por los Patrulleros Yeison Fabián Restrepo y Jhony Andres Loaiza Ramírez, era un documento falso.

6.3.7 En ese sentido se debe tener en cuenta que del dictamen rendido por la perito documentóloga Yina Carmona Rojas, se desprenden las siguientes conclusiones relevantes, contenidas en el informe de investigador de laboratorio 489 de fecha 06 de julio del año 2012, el cual reconoció como de su autoría durante su intervención en el juicio y que no fue controvertido por la defensa a través de prueba pericial en contrario.

El documento allegado para su estudio fue el permiso para porte de arma de fuego No. 1559864, expedido a nombre del señor Carlos Enrique Mesa García, C.C. 18517719, clase pistola, marca JERICHO, número de serie 33309806, calibre 9 mm, capacidad de carga 9, válido hasta el 12 de julio de 2014.

El documento en mención no correspondía a los que expiden las FF.AA para porte de ese tipo de armas. Explicó que a partir de un patrón indubitado y con la ayuda de instrumental óptico para permitir un mayor acercamiento, se notaron los bordes de cada una de las impresiones de permiso de porte; por lo que se estableció que el permiso dubitado presentaba esparcimiento de tinta y colores en los bordes, ya que era una resultado de una impresión digital, a diferencia de los legalmente expedidos que por corresponder a una impresión plana no presentan esparcimiento de tinta en sus bordes. 

Los permisos expedidos por las FFAA de Colombia presentan laminado “3M”, que era el mismo que tenía el documento que examinó. Sin embargo, la impresión en el documento no correspondía a la utilizada por esa autoridad que consiste en una impresión planográfica sin desplazamiento de tinta en el texto impreso. Aclaró que el laminado es un sistema de seguridad que se utiliza en los permisos legalmente expedidos.

El documento allegado para estudio tenía el laminado “3M” que contiene un escudo de las Fuerzas Militares y un microtexto, por lo cual no se podía determinar a simple vista la autenticidad del mismo, ya que venía con el laminado original que utilizan exclusivamente las FF.AA, y que por ello una persona sin experiencia o conocimientos sobre la materia podría creer que el permiso era genuino.

El laminado “3M” que caracteriza a los permisos de porte expedidos por las FF.AA puede ser utilizado para plasmarlo sobre un documento no original, usando los laminados de documentos que ya han culminado su período a los cuales puede tener acceso cualquier persona. En este caso el permiso se “escaneo”, se imprimió y luego se le puso el laminado original. Precisó que en esa sobrecubierta del salvoconducto, no se incluyen datos sobre el arma para la cual se expide la licencia.
6.3.8  Por su parte, del testimonio entregado por la investigadora Sonia Cristina Abril Garzón se deduce la siguiente información sustancial, sobre el tema en estudio:

Fuera de solicitar la información personal de CEMG, el 11 de julio de 2012
 envió un oficio a la oficina de Comercio y Control de Armas de Fuego del Batallón San Mateo, donde se preguntó si el señor CEMG aparecía registrado como titular de permiso para tenencia o porte de armas de fuego y solicitó el historial de dicho documento. 
Igualmente pidió la copia de la factura de venta del arma de fuego serial 33309806 y por último solicitó verificar si la factura de venta que anexaba había sido expedida por esa oficina o de no ser posible informaran dónde se había efectuado la misma. Aclaró que la factura que anexó era de una pistola Jericó 941 calibre 9 mm 9T2P con serial número 34314580. Con base en lo anterior, precisó que se trataba de armas diferentes.

El 14 de noviembre de 2012 por medio del oficio 5635
, recibió respuesta del batallón San Mateo, donde se le informó que el señor Mesa García no se encontraba registrado en el Sistema Único Nacional de Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos (SIAEM) y que la factura en mención había sido expedida en Tolemaida. No le entregaron más información pero le dieron un número telefónico con el cual se comunicó y le informaron que no se trataba del señor CEMG. 

Se le exhibió copia de una factura que según la Fiscal fue entregada por el procesado sobre la venta de una pistola “Jericho”, con  serial 34314580, aclarando que se trataba de un arma diferente. Igualmente expuso que recibió respuesta del batallón “San Mateo”, donde le certificaban que el señor CEMG no estaba registrado en el sistema SIEAM y que el arma había sido adquirida en Tolemaida, por lo cual no podían suministrar copia de la factura de venta.
 Dijo que hubo un error en el número de la cédula del procesado que era 18.517.719 y no 18.517.719, con base en el cual se hizo la solicitud, lo que se produjo por un yerro de digitación por parte de la persona que elaboró el documento, fuera de que el nombre y cargo de ella también presentaba el mismo error, sin que hubiera hecho ninguna solicitud de aclaración al respecto.
La testigo reconoció el informe de investigador de campo que elaboró
 con fecha del 28 de noviembre del 2012, al cual anexó la respuesta del oficio enviado al Batallón San Mateo y su respuesta. Aclaró que el oficio mediante el cual realizó dicha solicitud reposaba en el archivo interno del CTI, pero reconoció una copia del mismo. Se introdujo como evidencia número dos de la FGN el informe de investigador de campo, el oficio solicitando esa información y la respuesta del Batallón “San Mateo”, sobre el no registro del señor CEMG en el sistema SAIEM (Control y Comercio de Armas, Municiones y Explosivos a Nivel Nacional), sin oposición de la defensa.
No se dirigió a las autoridades militares de municipio de Tolemaida para que le dijeran quién había adquirido el arma referida, toda vez que la solicitud la hizo en julio de 2012 y la respuesta la recibió en noviembre del mismo año. Si hizo la llamada al número suministrado por la oficina del Batallón San Mateo y dejó constancia en su informe sobre el nombre y la cédula de la persona a nombre de quien se encontraba registrada el arma incautada, que era alguien diferente al señor Mesa García. Ante una pregunta de la Fiscal reiteró que al comunicarse con el número telefónico aportado por el Batallón San Mateo, le informaron en el CINAR de Bogotá que el arma con serial 3330806 aparecía registrada a nombre del ciudadano Dayan Alberto Prieto Guerrero identificado con cédula 9.739.115.

6.3.9 De las pruebas anteriormente relacionadas se deduce claramente que el señor CEMG nunca hizo trámites ante las FF.AA, para adquirir el arma que le fue decomisada que le había sido vendida a Dayan Alberto Prieto Guerrero, C.C. 9. 739.115.
Además se estableció de manera fehaciente, que el permiso que el procesado exhibió al momento de ser capturado era falso, ya que se trataba de una impresión digitalizada, y que lo que le daba apariencia de legalidad era el hecho de estar cubierto con  un laminado “3·M”, que es el que usan original y exclusivamente las Fuerzas Militares para sobrecubrir esos documentos, el cual pudo ser tomado de una licencia para porte vencida, como lo explicó la perito documentóloga Yina Carmona Rojas.

6.4 En consecuencia la prueba practicada lleva a concluir que resultan controvertibles los argumentos del recurrente en el sentido de que su representado poseía una factura de venta de dicha arma, ya que se estableció que esa factura fue sido expedida en la seccional de Tolemaida a nombre de una persona diferente al señor CEMG.

6.5 A su vez y en torno a la alegación del censor en el sentido de que no se acreditó que el procesado hubiera actuado de manera dolosa, ya que desconocía la ilicitud de las conductas que se le atribuyeron porque había recibido el salvoconducto espurio de manos de un intermediario y tenía como antecedente que la pistola que portaba el día 6 de julio de 2012, le había sido incautada unos meses antes y le fue devuelta por la Policía Metropolitana de Pereira, se hacen las siguientes consideraciones:
6.5.1 En primer lugar queda claro que el arma no había sido adquirida por el procesado, ni se le había hecho cesión de la misma, como se comprobó por parte de la FGN, y por ello no era posible que las autoridades militares le hubieran expedido algún salvoconducto para su porte.

6.5.2 En segundo lugar la afirmación del recurrente no constituye un argumento válido para desvirtuar la responsabilidad del procesado por el porte ilegal del arma de uso civil y el uso del falso salvoconducto, ya que en el juicio no obra ninguna prueba que demuestre la presunta incautación anterior del arma al señor CEMG, ni se presentó alguna documentación que comprobara el supuesto trámite que el procesado hizo ante la Policía Metropolitana de Pereira para el efecto, por lo cual se entiende que se trató de una simple manifestación que le hizo el acusado al Patrullero Loaiza Ramírez en el momento en que fue requisado, seguramente para evitar su retención, fuera de que nunca se presentó como prueba el citado documento, ni mucho menos se anexó la factura de compraventa del arma en mención.
6.5.3 Sobre ese tema hay que manifestar que el abogado que asistió al procesado en el juicio no presentó ninguna prueba para confirmar ese aserto, fuera de que con la prueba pericial se confirmó que el salvoconducto espurio tenía el laminado original “3 M” que es de uso exclusivo de la FF.AA, y que posiblemente se hizo uso de esa cubierta tomándola de un permiso para porte vencido, lo que hacía más difícil que se detectara a primera vista la falsedad del documento, fuera de que estas situaciones las debía acreditar su defensor que era de confianza
, lo que lleva a inferir que necesariamente tenía comunicación con el procesado, por lo cual le correspondía cumplir la carga procesal denominada de “incumbencia probatoria” a la cual se ha referido la SP de la CSJ así:
“Lo que sí le es dado al procesado es oponerse a las pruebas que la Fiscalía trae para desvirtuar su inocencia, actividad que corresponde a un acto propio del derecho de defensa a través del cual puede, incluso, explicar o justificar su conducta. Si opta por ese camino, declinando el derecho a guardar silencio, asume el deber de acreditar esas explicaciones, de manera que si, por ejemplo, propone una coartada, debe procurar para la actuación los medios de prueba que acrediten su ubicación a la hora de los hechos, en un lugar diferente al de la ejecución, ya que la simple manifestación de ausencia, resultaría insuficiente para desvirtuar la imputación que le haga la Fiscalía como autor o partícipe de la ilicitud. Igual diligencia se le exigirá si frente a la acusación propone la existencia de causales eximentes de responsabilidad, pues debe emplearse en demostrar los supuestos de hecho que las actualizan. La Fiscalía, por su parte, procurará negar la existencia de esas circunstancias.

En todos esos eventos, se activa el principio general de la incumbencia probatoria, de conformidad con el cual le corresponde al interesado probar el supuesto de hecho de las normas que establecen el efecto jurídico que persigue, sin que ello signifique trasladar la carga probatoria de responsabilidad o fijar cargas dinámicas en torno a ese tópico…”
 ( subrayas ex – texto ) 
6.5.4. Con respecto al argumento del recurrente de que no le era dable al ciudadano CEMG conocer de la falsedad de dicho documento por haberlo obtenido a través de un intermediario, esta Sala coincide con lo expresado por el juez de primer grado en el sentido de que el procesado tenía pleno conocimiento de que la adquisición del arma de fuego no se había producido en forma legítima, al no haberla obtenido directamente de las autoridades encargadas de su venta, y que igualmente era falsa la licencia que portaba al ser sorprendido con el arma.
6.5.5 Para el efecto se debe tener en cuenta que el Decreto 2535 de 1993 que regula la materia
establece las exigencias para adquirir un permiso para porte de armas de uso civil, que entre otros requisitos exige la presentación de la solicitud respectiva ante la respectiva oficina de Control Comercio Armas, Municiones y Explosivos del formulario diligenciado; anexar la tarjeta de reservista o provisional militar, de la fotocopia de la cédula de ciudadanía y del certificado judicial debidamente autenticadas, así como del certificado médico de aptitud sicofísica para el uso de armas, sumado a lo cual debía el solicitante justificar la necesidad de portar un arma para su defensa e integridad personal. 
6.5.6 Por ello cabe preguntarse por qué razón el defensor que asistió al procesado no hizo alusión a ninguno de estos documentos en el curso del proceso, y se limitó a sugerir que su representado pudo haber sido asaltado en su buena fe e incluso insistió en el contrainterrogatorio efectuado a la perito documentóloga, en la hipótesis de que dicho documento hubiese salido del Batallón San Mateo, sin aportar ningún EMP que pudiera demostrar alguna gestión realizada por el señor CEMG en procura de la expedición legítima de dicho permiso.

6.5.7 Por lo tanto esta Sala considera que la a prueba practicada en el juicio oral demuestra que el señor CEMG actuó con conocimiento de que llevaba consigo un arma y unas municiones que no había adquirido de manera legal; que igualmente sabía que portaba un salvoconducto espurio cuya ilegalidad se trató de disfrazar al colocarle un laminado original de las FF. AA y que realizó de manera voluntaria esos comportamientos, con lo cual se demostraron los componentes de orden cognocitivo y volitivo que conforman la conducta dolosa, según la definición del artículo 22 del C.P.

6.6 Lo anteriormente expuesto lleva a descartar el “error de tipo” planteado por el recurrente como causal de exoneración de responsabilidad, entendido según la jurisprudencia pertinente de la SP de la CSJ, como aquel que recae sobre el: “conocimiento de la concreta tipicidad de la propia conducta o lo que es igual, del aspecto cognoscitivo del actuar doloso”
, lo cual conduce a esta Colegiatura a confirmar la sentencia de primera instancia, al estar acreditada tanto la materialidad de las conductas investigadas como la responsabilidad a título de dolo del señor CEMG, por el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios partes o municiones en concurso con el de uso de documento falso.
6.7 De manera oficiosa y como consecuencia de lo dispuesto en los artículos 100 del C.P. y 82 del C.P.P., se dispondrá el comiso del arma incautada que se dejará a disposición de la FGN, para lo de su cargo.
7. CONSIDERACION ADICIONAL: En aplicación del principio de limitación de la segunda instancia, la Sala no hará ningún pronunciamiento sobre la pena impuesta al procesado, ya que ese acápite del fallo no fue objeto de impugnación, ni de la petición de nulidad deprecada con posterioridad al vencimiento del término de sustentación de la alzada.  
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el 10 de febrero de 2015, en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Se ordena el comiso del arma incautada al procesado, que será dejada a disposición de la FGN, para lo de su  competencia (artículos 100 C.P. y 82 CPP).
TERCERO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Fl. 12
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� FL. 47b


� Fls. 54-63


� Este acápite de la decisión no fue recurrido por el defensor del procesado.


� Al expediente se agregó un escrito del Dr. Rubén Dario Rojas Hermida, a quien el procesado le otorgó poder el 31 de enero de 2018, donde solicita que se decrete la nulidad del proceso a partir de la audiencia preparatoria, y la consiguiente liberación del sentenciado, aduciendo diversas razones, sobre el cual la Sala no se hará ningún pronunciamiento por ser extemporáneo.


� Folio 41 


� Fls. 38-41


� Fl. 45
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� Folio 46 


�Fls. 42-44.


� Ver Folio 14 


� Sala de Casación Penal MP José Leónidas Bustos Martínez  Radicación n° 39419


� ARTÍCULO 3o. PERMISO DEL ESTADO. Los particulares, de manera excepcional, solo podrán poseer o portar armas, sus partes, piezas, municiones, explosivos y sus accesorios, con permiso expedido con base en la potestad discrecional de la autoridad competente. 


TÍTULO II. ARMAS. CAPITULO III. TENENCIA, PORTE, TRANSPORTE, PÉRDIDA O DESTRUCCIÓN DE ARMAS Y MUNICIONES 


ARTÍCULO 17. PORTE DE ARMAS Y MUNICIONES. Se entiende por porte de armas y municiones la acción de llevarlas consigo, o a su alcance para defensa personal con el respectivo permiso expedido por autoridad competente. (...) 


TÍTULO III. PERMISOS. CAPÍTULO I. DEFINICIÓN, CLASIFICACIÓN, EXCEPCIONES Y COMITÉ DE ARMAS 


ARTÍCULO 20. PERMISOS. Es la autorización que el Estado concede con base en la potestad discrecional de la autoridad militar competente, a las personas naturales o jurídicas para la tenencia o para el porte de armas. 


Cada una de las armas de fuego existentes en el territorio nacional en manos de los particulares, debe tener un (1) permiso para tenencia o para porte, según el uso autorizado. No obstante, podrán expedirse dos (2) permisos para un (1) arma, si su uso se autoriza entre parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o entre cónyuges o compañeros permanentes. 


PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2011/ley_1453_2011.html" \l "5" \t "_blank" �5� de la Ley 1453 de 2011. El nuevo texto es el siguiente:> El Departamento de Control de Comercio de Armas, Municiones y Explosivos del Comando General de las Fuerzas Militares tendrá a su cargo la organización y administración de un registro en el cual deberán inscribirse todos los permisos previstos en este artículo o en las normas que lo modifiquen o sustituyan, y que deberá estar disponible para las autoridades que ejerzan funciones de Policía Judicial.


ARTÍCULO 21. CLASIFICACIÓN DE LOS PERMISOS. Los permisos tienen validez en todo el territorio nacional y se clasifican en: permiso para tenencia, para porte y especiales. (...) 


ARTICULO 23. PERMISO PARA PORTE. Es aquel que autoriza a su titular, para llevar consigo un (1) arma. 


Sólo podrá autorizarse la expedición hasta de dos permisos para porte por persona. La autorización para el segundo permiso será evaluada de acuerdo con las circunstancias particulares de seguridad del solicitante. A quienes demuestren estar en las circunstancias contempladas en el literal c) del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1993/decreto_2535_1993.html" \l "34" \t "_blank" �34� de este Decreto, se les podrá autorizar un número superior, previa autorización del Comité de Armas del Ministerio de Defensa Nacional. 


El permiso para el porte de armas de defensa personal se expedirá por el término de tres (3) años; y el permiso para porte de armas de uso restringido tendrá una vigencia de un (1) año. (…)


ARTÍCULO 26. AUTORIZACIONES A PERSONAS NATURALES. Sin perjuicio de lo previsto en los artículos � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1993/decreto_2535_1993.html" \l "23" \t "_blank" �23� y � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1993/decreto_2535_1993.html" \l "34" \t "_blank" �34� literal c) de este Decreto, a las personas naturales sólo les podrá ser autorizado hasta dos permisos para tenencia y hasta dos permisos para porte para las armas relacionadas en los artículos � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1993/decreto_2535_1993.html" \l "10" \t "_blank" �10� y � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1993/decreto_2535_1993.html" \l "12" \t "_blank" �12� de este Decreto y excepcionalmente para las previstas en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1993/decreto_2535_1993.html" \l "9" \t "_blank" �9�o. del mismo. (...)


CAPÍTULO II. COMPETENCIA, REQUISITOS, PÉRDIDA Y SUSPENSIÓN DE LA VIGENCIA DE PERMISOS 


ARTÍCULO 32. COMPETENCIA. Son competentes para la expedición y revalidación de permisos para tenencia y para porte de armas y para la venta de municiones y explosivos en los lugares que determine el Ministerio de Defensa Nacional, las siguientes autoridades militares: El Jefe del Departamento Control Comercio Armas, Municiones y Explosivos, los Jefes de Estado Mayor de las Unidades Operativas Menores o sus equivalentes en la Armada Nacional o la Fuerza Aérea y los Ejecutivos y Segundos Comandantes de Unidades Tácticas en el Ejército Nacional, o sus equivalentes en la Armada Nacional y la Fuerza Aérea. 


ARTÍCULO 33. REQUISITOS PARA SOLICITUD DE PERMISO PARA TENENCIA. <Artículo modificado por el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2006/ley_1119_2006.html" \l "11" \t "_blank" �11� de la Ley 1119 de 2006. El nuevo texto es el siguiente:> Para el estudio de las solicitudes de permisos para tenencia, deben acreditarse los siguientes requisitos:


1. Para personas naturales:


a) Formulario suministrado por la autoridad competente, debidamente diligenciado;


b) Presentación de la tarjeta de reservista o provisional militar;


c) Fotocopias de la cédula de ciudadanía y del certificado judicial debidamente autenticadas;


� HYPERLINK "javascript:insRow37()" �d) Certificado médico de aptitud sicofísica para el uso de armas, valiendo para su valoración de los medios tecnológicos, sistematizados y requeridos que permitan medir y evaluar la capacidad de visión, orientación auditiva, la agudeza visual y campimetría, la coordinación integral motriz de la persona (atención concentrada y resistencia vigilante a la monotonía, tiempos de reacción múltiples, coordinación bi-manual, personalidad psíquica, y toma de decisiones), la phoria horizontal y vertical, la visón mesópica, agudeza cinética, esteropsis y la fusión visión lejana, dentro de los rangos establecidos por el Ministerio de La Defensa Nacional. Así como las demás disposiciones establecidas en el Decreto �� HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1993/decreto_2535_1993.html" \l "1" \t "_blank" �2535� de 1993 y el Decreto 1809 de 1994 y las demás que regulen el tema.


ARTÍCULO 34. REQUISITOS PARA SOLICITUD DE PERMISO PARA PORTE. Para el estudio de las solicitudes de permiso para porte deben acreditarse los siguientes requisitos: 


1. Para personas naturales: 


a) Acreditar los requisitos establecidos en el artículo anterior, en lo pertinente; 


b) Si se solicita permiso para el porte de un arma de defensa personal, el solicitante deberá justificar la necesidad de portar un arma para su defensa e integridad personal de acuerdo con lo previsto en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto/1993/decreto_2535_1993.html" \l "23" \t "_blank" �23� de este Decreto, aportando para ello todos los elementos probatorios de que dispone; 


(…)


� CSJ SP, auto 24 de mayo de 1983 
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